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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 244/2023-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********

AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DE SAN LUIS POTOSÍ. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.

San Luis Potosí, S.L.P., catorce de diciembre de dos mil veintitrés. 

V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 244/2023-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del once de abril de dos mil veintitrés, se tuvo a**********demandando por su propio derecho, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

Autoridad demandada:

- Dirección de Seguridad Pública Tránsito y Policía Vial Municipal de San Luis Potosí. 

- Tesorería Municipal de San Luis Potosí.

- Dirección de Seguridad Pública de Soledad de Graciano Sánchez.

- Tesorería Municipal de Soledad de Graciano Sánchez.

Acto que se impugna.- “La boleta de infracción con número de folio BB 84501, **********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las diez horas del veintinueve de noviembre del presente año, sin la asistencia de la demandada. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda así como los de contestación, al escrito de ampliación de demanda, así como a los escritos de contestación de la ampliación de demanda, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por ninguna de las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el señalado en el Resultando Primero de esta resolución. 
En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja **********de este expediente, mismo que adquiere valr probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda ********** demandando por su propio derecho la nulidad del acto y en contra de la autoridad ya señalada. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado, se indica como destinatario al aquí impetrane, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

Tocante a la legitimación de las autoridades demandadas, las mismas se encuentran acreditadas en este jucio, conforme a lo señalado en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportaron para tales efectos, el nombramiento que las acredita como tal, según documentos visibles a foja 51, 66, 73, 79 y 87, de este expediente.
CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 04 a la 12 y de la 114 a la 116 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el caso que nos ocupa, la autoridad demandada Director de Seguridad Tránsito y Policía Vial  y Director de la Policía Vial, hacen valer las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas y señaladas en los artículos 228 fracciones VI y XI, en relación con el 231 primr párrafo y 229 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con el argumento de que dentro de sus funciones no se encuentran contempladas las de elaborar los folios de infracción a los conductores de vehículos, toda vez que sus funciones se contemplan en el artículo 51 del Reglamento de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Muniucipio de San Luis Potosí.  

Son improcedentes las causales que invocan la demandadan, ya que por ser el superior jerárquicos del Agente de Tránsito que levantó la boleta de infracción, son consideradas parte demandada en el caso en particular, tal y como así lo establecen los artículos 15 fracción VI y 16 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí que textualmente señalan lo siguiente:
“ARTICULO 15. Son atribuciones del Director de tránsito municipal o su equivalente, dentro de su jurisdicción territorial: 

VI. Elaborar, por conducto de los agentes, las boletas de infracción y sanción a conductores y vehículos por las violaciones cometidas a la presente Ley y sus reglamentos; 

“ARTICULO 16. Los elementos de seguridad pública del Estado y los agentes de tránsito de los municipios, en las áreas de su jurisdicción y conforme a su competencia, tendrán como función regular el tránsito de vehículos y peatones, ejecutar más medidas preventivas tendientes a evitar infracciones y accidentes de tránsito en las vías públicas; cumplir y hacer cumplir esta Ley, los reglamentos municipales, los bandos de policía y gobierno y, en su caso, las normas que de ella emanen; para lo cual están facultados para sancionar a los sujetos que infrinjan las disposiciones contenidas en los citados cuerpos normativos”

Por su parte, la autoridad demandada Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, hace valer las causales de sobreseimiento previstas y señaladas por los artículos  229 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el argumento de que el acto que se impugna, no se encuentra contemplado dentro de las atribuciones conferidas a la Tesorería Municipal conforme al contenido del artículo 198, 81 fracción III de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí.  

Son procedentes las causales que invoca la demandada, en virtud de que una vez que se llevó a cabo una revisión a todas y cada una de las constancias que conforman el expediente en que se actúa, no existe una con la que se acredite que la demandada haya emitido acto alguno en perjuicio de la esfera jurídica de los derechos del demandante.

Por lo que entonces, con fundamento en lo señalado por el artículo 229 fracción V que dice:  

ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

V. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado;

Motivos los anteriores por los que se Sobresee el presente asunto en cuanto a la citada autoridad Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí. 


SEXTO.- Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, se hace necesario señalar los antecedentes de este juicio, de lo que se tiene  lo siguiente:


Primeramente, es preciso señalar que el actor en su escrito original de demanda de nulidad, señaló como acto impugnado la Boleta de Infracción con el número de folio BB 84501.

Sin embargo, en su escrito de presestación de su demanda de nulidad manifestó desconocer el acto en cuestión.

Aún así, hizo valer conceptos de impugnación encaminados combatir el acto en cita.

En virtud del desconocimiento por parte del actor del acto impugnado y, una vez que las autoridades emitieron sus contestaciones a la demanda de nulidad, mediante auto del ocho de mayo de dos mil veintirés, se le otorgó el derecho de ampliación de demanda.

Ahora bien, analizado el contenido total del escrito de Ampliación de Demanda, el cuál se encuentra agregado a foja de la ********** del expediente en qu ese actúa, se advierte que el actor hace valer agravios en el siguiente sentido.

“… en relación a la contestación del Director General de Policía Vial y Movilidad de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, este trata de sorprende la buena fe de este Tribunal pues señala que no tiene facultades para levantar una infracción, por lo cual esta cometiendo el delito de abuso de autoridad y contratación indebida pues el artículo 15 fracción VI y VIII de la Ley de Tránsito del Estado establece que si es facultad así como también la misma ley nos dice que los policias y/o policías viales se deben de identificar con una credencial plástica y esta debe de renovar cada seis meses por lo que el nombramiento del supuesto policía, no cumple con los requisitos de ley y que por tanto el supuesto policía está usurpando una función que es un delito previsto y sancionado en el artículo 259 del Código Penal para el Estado de San Luis Potosí, por lo cuál solicito que se le de vista a la Representación Social en el Estado pues estos delitos son de hechos de corrupción y son de oficio por lo que este Tribunal está obligado a darle vista a la Representación Social la Fiscalía General del Estado de San Luis Potosí.

La responsable quien se le reconoció como policía objeto en todas y cada una de sus partes el nombramiento de fecha 01 de enero de 2011 que es firmado por el Secretario de Seguridad y Protección Ciudadana de fecha 14 de octubre de 2022 el cual no cumple on los requisitos del artículo 34 párrafo tercero de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; dicho nombramiento no contiene el número de oficio ni registro alguno donde se encuentre registrado ante los libros de gobierno y para acreditar la objeción solicito que se gire atento oficio a la Academia de Seguridad Pública del Estado… para saber si el supuesto policía …, cursó la academia de policía, puesto que de conformidad con el artículo 62 de la Ley del sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, que para ser agente o elemento de seguridad pública se necesitan los siguientes elementos...”   (F. 114 y 115)        

Es infundado el agravio en comento, ya que éste se encuentra encaminado a combatir las facultades del Director General de Policía Vial y Movilidad de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, al señalar que esta cometiendo el delito de abuso de autoridad y contratación indebida, pues dice que el artículo 15 fracción VI y VIII de la Ley de Tránsito del Estado establece que si tiene facultades.

Por otro lado, hace valer agravios tendientes a señalar que el nombramiento del supuesto policía, no cumple con los requisitos de ley y que por tanto el supuesto policía, está usurpando una función que es un delito previsto y sancionado en el artículo 259 del Código Penal para el Estado de San Luis Potosí, solicitando que se le de vista a la Representación Social en el Estado, pues dice que estos delitos son de hechos de corrupción y son de oficio.

Además, objetó en todas y cada una de sus partes el nombramiento de fecha 01 de enero de 2011 que es firmado por el Secretario de Seguridad y Protección Ciudadana de fecha 14 de octubre de 2022 el cual según a su decir, no cumple con los requisitos del artículo 34 párrafo tercero de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, por lo que dice que dicho nombramiento no contiene el número de oficio ni registro alguno donde se encuentre registrado ante los libros de gobierno y para acreditar la objeción, solicitó que se gire atento oficio a la Academia de Seguridad Pública del Estado, para saber si el supuesto policía cursó la academia de policía.

Sin embargo, tal agravio en ningún momento hace referencia al acto impugnado, esto es a la Boleta de Infracción BB 84501 
El actor omitió concretizar razonamientos capaces de ser analizados por parte de esta resolutora, toda vez que los agravios que se expresen deben estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustentó el acto combatido, sin que en el presente caso así haya acontencido.

En virtud de que no se esgrimen agravios tendientes a combatir o destruír el acto señalado como impugnado, lo procedente es decretar la legalidad y validéz del mismo. 

En conclusión, el acto que se impugna si bien goza de presunción de validez, no menos cierto lo es que esa presunción, no fue desvirtuada por parte del demandante de acuerdo a los razonamientos que han quedado señalado en esta resolución, por lo que entonces, subsiste la legalidad y validez del acto que se impugna. 

Con todo lo anteriormente señalado, se tiene que la autoridad demandada, cumplió con los requisitos contenidos en el artículo16 Constitucional en la forma en que ha quedado señalado en esta resolución, de lo que se tiene entonces que el acto que se combate sea declarado como Legal y Válido. 

En cuanto a las pretensiones señalados por el actor, las mismas resultan improcedentes, ya que para qsu procedencia se hacía necesario declarar la Ilegalidad e Invalidez el acto combatido, sin que en el presente caso haya acontecido.  

En consecuencia de todo lo anteriormente analizado, en virtud de que no le asistió la razón al hoy actor para que proceda la nulidad del acto reclamado, al haberse declarado su concepto de impugnación infundado de acuerdo a las consideraciones ya señaladas, con fundamento en lo establecido por los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto materia de este juicio de nulidad, conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.

TERCERO.- Notifíquese. 
ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado EDUARDO PEREDO GÓMEZ, que autoriza y da fe.-CONSTE.
"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”

� Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, tomo VI, común, Jurisprudencia TCC del Apéndice 2000, Novena Epoca.





